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INrRODUCCION 
La aparición creciente en España de acuerdos en materia eclesiástica 
exige, a nuestro juicio, la adecuada determinación de la naturaleza jurí-
dica de sus concretas manifestaciones, para una correcta aplicación e in-
terpretación posterior, ante eventuales casos litigiosos y, sobre todo, ante 
supuestos de antinomias legales que pudieran producirse. 
Después de una primera aproximación a las abundantes manifesta-
ciones bilaterales, se observa que cabe distinguir tres tipos de convenios: 
a) Acuerdos internacionales: sólo la Iglesia Católica cuenta con 
pactos de rango internacional, estando vigentes los Acuerdos entre la 
Santa Sede y el Estado Español de 1976 y de 1979. 
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b) Nonnativa unilateral estatal, precedida de negociación con sujetos 
confesionales: 1 º) La referida a la Iglesia Católica, contiene remisiones a 
los Acuerdos de la Santa Sede; 2º) Las referidas a la Confesión Judía, a 
la Iglesia de Jesucristo de los Santos de los últimos Días y a la Unión de 
Iglesias Cristianas Adventistas del Séptimo Día de España, no contienen 
remisiones a ningún Acuerdo de los previstos en el arto 72 LOLR, por no 
haberse estipulado hasta el momento este tipo de pactos. 
c) Convenios formales entre partes civiles y eclesiásticas contraídos 
con la Administración central -no con el Estado- o con las Comunidades 
autónomas. Sólo la Iglesia Católica ha firmado este tipo de convenios 
con el poder civil y ellos son la materia objeto de estudiol • 
Así pues, la delimitación del objeto se determina atendiendo al dato 
del pacto formal y al hecho de que no se constituyan como pactos de 
Estado. 
Si bien un estudio completo de este tema exige, en primer término, 
plantear los fundamentos constitucionales de los convenios menores, por 
ser la Constitución la norma básica de todo el ordenamiento jurídico, las 
limitaciones propias de un trabajo de esta naturaleza nos obligan a indicar 
exclusivamente que el fundamento último de la cooperación se encuentra 
en la definición de Estado social y democrático de Derecho (art. 1), así 
como en la posterior constitucionalización del mandato a los poderes 
públicos de promoción de las condiciones para que la libertad y la igual-
dad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efecti-
vas (art. 9). 
La cooperación específica de los poderes públicos con las confesiones 
(art. 16.3) se configura positivamente como un mandato -un deber- para 
1 . Los convenios en materia de patrimonio histórico-artístico, pueden verse en 
«Boletín de la Conferencia episcopal española», n. 14 (1987), pp. 86 ss. Para los esti-
pulados en materia de asistencia religiosa, vid. Acuerdo sobre asistencia religiosa 
cat6lica en Centros Hospitalarios públicos de 24.Vn.1985 (Orden de 20.xn.1985, BOE 
n. 305, de 21.XII.1985, pp. 40209-40210), Convenio entre el INSALUD y la Confe-
rencia Episcopal Española de 23.1V.1986 (Ecclesia, n. 2272, pp. 865-866), Acuerdos de 
Cataluña (Orden de 10.Xn.1986, «Documentos Oficiales de la Generalidad de Cataluña» 
[en adelante, DOGC], n. 780, de 19.Xn.1986, pp. 4284-4285); Convenio entre Osaki-
detza y los Obispos de San Sebastián, Bilbao y Vitoria de 30.1.1987 (disponemos del 
texto, sin ninguna referencia que permita acceder a su publicación, lo adjuntamos como 
anexo 1); Convenio entre la Consejería de Salud de la Junta de Andalucía y los Obispos 
de Andalucía «Boletín Oficial de la Junta de Andalucía» [en adelante, BOJA] n. 22, de 
17.1II.1987, pp. 844-846); Convenio entre el Principado de Asturias y la Diócesis de 
Oviedo (Resoluci6n de 24.n.1987, «Boletín Oficial del Principado de Asturias» [en ade-
lante, BOPA], n. 58, de 1l.m.1987). 
Los CONVENllOS ECLESIASTICOS MENORES 409 
los poderes públicos y como una oferta -un derecho- para las confe-
siones religiosas; y negativamente por el respeto al principio de laicidad. 
Quedan, sin embargo, indeterminadas la forma, los sujetos y en gran 
medida las materias objeto de cooperación. 
Esta indeterminación de los sujetos implica la posibilidad de que sean 
sujetos de cooperación todos aquellos que tienen competencias relacio-
nadas con materias concordables: por un lado, el proceso autonómico ha 
supuesto el traslado de competencias a las Comunidades autónomas; por 
otro, los propios Acuerdos entre la Santa Sede y el Estado Español, ha-
bilitan a distintos órganos de la Administración en ciertas materias, me-
diante el acuerdo con autoridades de la Iglesia. Este fenómeno ha pro-
ducido también un efecto «multiplicador» de las autoridades eclesiásti-
cas, y obliga, como presupuesto ineludible, al estudio de las competen-
cias de los sujetos-parte, ya que el planteamiento y eventual solución de 
la naturaleza de estas manifestaciones jurídicas, como de cualesquiera 
otras, está determinado por los sujetos que las producen. 
Deben tenerse en cuenta al respecto las referencias de todos los con-
venios menores estipulados a los Acuerdos Santa Sede-Estado Español 
y, en algunos de ellos, a las competencias de las Comunidades autóno-
mas en la aplicación y ejecución de tratados. Este dato suscita la cuestión 
de la posibilidad de situar estos convenios en el ámbito internacional, 
considerándolos como «orden de ejecución de un tratado»2. Sin em-
bargo, la ponderación de las competencias internacionales de las Comu-
nidades autónomas, así como los órganos intervinientes -por parte civil, 
no interviene el Ministerio de Asuntos Exteriores, ni el Consejo de Es-
tado- excluye a los convenios menores del ámbito del Derecho Interna-
cional y los sitúa en el ámbito del Derecho interno español. 
Nos apartamos de las opiniones doctrinales3 que sitúan estos conve 
2. Uno de los sistemas de Adaptación del Derecho Internacional convencional al 
Derecho interno, es el conocido como orden de ejecución del Tratado, por la que «se or-
dena la ejecución del mismo y, generalmente, aparece ésta como anexo a la referida or-
den de ejecución» (M. DIEZ DE VELASco,lnstitucio1U!S de Derecho In/ernacional Público, 
1, Madrid 1980, p. 167). 
3. E. BAJET, Acuerdos en/re la Ge1U!ralitat de Catalufla y la IgÚ!sia Católica. Pre-
supuestos doctrinales, en «Ius Canonicum», XXITI (1983), p. 870: «Este régimen de 
acuerdos ( ... ) no se puede parangonar al régimen de los Tratados Internacionales. 
Tampoco cabe calificarlos de convenios de Derecho público interno de la Comunidad 
autónoma. y no porque la categoría, como acepción jurídica, haya hoy decaído en el 
uso, sino porque no refleja la naturaleza de los instrumentos. Menos los calificaríamos 
de derecho público administrativo. 
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nios dentro de un tertium genus -ni interno, ni internacional- fundamen-
tando tal consideración en el carácter pacticio de estas manifestaciones. 
Ciertamente, la naturaleza paccionada y sobre todo el reconocimiento 
de la personalidad internacional jurídico-pública de la Iglesia Católica 
confiere a los convenios unas peculiaridades que nos obligarán más ade-
lante a hacer frecuentes excepciones dentro del régimen de los convenios 
administrativos. Ahora bien, estas peculiaridades no sitúan, a nuestro 
parecer, a los convenios fuera del Derecho estatal. 
Dentro del Derecho interno, nos parece que los convenios suscritos 
hasta ahora se enmarcan dentro del Derecho Administrativo. En nuestra 
opinión, no cabe situarlos en el ámbito del Derecho Constitucional y ex-
cluirlo del Administrativo -al modo de la actividad política del Gobierno-
porque las relaciones de los Poderes Públicos con las confesiones no 
están constitucionalizadas en la parte orgánica de la Constitución. 
Asimismo, el contenido propio de los convenios -organización de un 
servicio, en el caso de los de asistencia religiosa y creación y funcio-
namiento de una comisión mixta con competencias de naturaleza admi-
nistrativa, en el caso de los de patrimonio histórico-artístico- detennina el 
carácter administrativo de los convenios; y la fonna de pacto expreso, su 
carácter convencional. 
Queda, pues, planteado el tema central de nuestro trabajo, del que 
ofrecemos a continuación su análisis doctrinal y legal, bajo los criterios 
de técnica jurídica que hemos considerado -y, al menos en la pretensión, 
demostrado- como más idóneos. 
1. NATURALEZA CONlRACTUAL 
No se nos oculta que encuadrar los acuerdos menores dentro de la ac-
tividad convencional, es decir muy poco en orden a su naturaleza4• Una 
En cambio, estimamos que estos convenios pueden responder por su naturaleza y 
configuración a un género jurídico no ajeno al derecho español, me refiero a la noción 
de Ley Paccionada». 
E. BAJET, cita a P. LoMBARDIA que afirma, frente a A. Rouco VARELA: «en Derecho 
español sí se da este tercer género» (P. LoMBARDIA, Fuentes del Derecho eclesiástico es-
pañol. en «Derecho Eclesiástico del Estado Español», Pamplona 1980, p. 200). 
4 . El calificativo «convencional», abarca un conjunto de figuras institucionales 
que tienen, entre sí, poco en común. La «teoría abstracta de la actividad multilateral de 
la Administración, se reduce, de hecho, a una delgadísima capa de 'teoría general' que en 
realidad viene a ser predominantemente descriptiva, puesto que la sustancia institucional 
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aproximación a cualquier estudio doctrinals sobre los convenios admi-
nistrativos muestra el interés de los autores por reconducirlos dentro de 
otra categoría jurídica, o bien la del contrato, o bien la de la norma6• 
Nos acogemos, pues, a esta calificación inespecífica de «convenios» 
que nos permite especular en busca de su naturaleza jurídica, sin incli-
narnos -desde este momento- por encuadrarlos dentro de la actividad 
contractual de la Administración7, ni por sometemos a las clasificaciones 
doctrinales que se han hechos, ya que siendo todas ellas muy interesantes 
-al no ajustarse los convenios eclesiásticos a ninguna de ellas- nos 
apartan del objeto principal de nuestro estudi09• 
verdadera hay que ir a buscarla en cada uno de los tipos diferentes aglutinados en el seno 
de esa etiqueta abstracta». E. GARCIA DE ENTERRIA-T.R. FERNANDEZ. Curso de Derecho 
Administrativo. l. Madrid 1983. p. 619. 
5. Hemos basado nuestro estudio de esta figura, principalmente en: lL. MARTINEZ 
LoPEz-MUÑIz. Los Consorcios en Derecho Español. Madrid 1914; E. RIvERo YSERN. Las 
Relaciones interadministrativas. en «Revista de Administración Pública». n. 80 (1916). 
pp. 30 ss.; E. GARCIA DE ENTERRIA-T.R. FERNANDEZ. Curso ...• cit.. pp. 611-621 Y A. 
MENENDEZ REXACH. Los Convenios entre Comunidades Autónomas. Madrid 1982. que 
dedica el capítulo 11 a los Convenios entre Entidades Públicas. Cfr. pp. 32-83. 
6. Se observa, dentro de la doctrina adrninistrativista, una corriente contraria a re-
conocer «lu'bridos» o figuras jurídicas de naturaleza mixta. que se manifiesta en el em-
peño de algunos autores por reconducir toda manifestación jurídica de la Administración 
a una de estas tres categorías: norma, acto y contrato. 
1 . En nuestra doctrina optan, genéricamente. por la asimilación del convenio al 
contrato ENTRENA CUESTA (cfr. E. GARCIA DE ENTERRIA-T.R. FERNANDEZ. Curso .. .• cit .• p. 
618) Y SALAS HERNANDEZ (cfr. A. MENENDEZ REXACH. Los convenios .. .• cit.. pp. 11-12). 
8 . Los principales criterios de clasificación propuestos por la doctrina, atienden. 
en primer término. al sujeto que conviene con la Administración (distinguiéndose en 
consecuencia los convenios interadministrativos de los convenios Administración-ad-
ministrados). Dentro de los convenios interadministrativos. la atención de los autores 
se centra, principalmente. en dos datos: la posición de los entes que cooperan (saber si 
ambos lo hacen en un plano de igualdad, o si uno de ellos asume la" dirección principal 
de la actividad. mientras que el otro se limita a auxiliarle) y a la creación. o no. de una 
nueva personalidad jurídica a partir del Convenio. 
9. Sí conviene retener. en cambio. que todos estos convenios están excluidos del 
ámbito de la Ley de Contratos del Estado de 11.ID.1913. 
Art. 2: «No obstante 10 dispuesto en el artículo anterior. quedan fuera de la presente 
Ley los siguientes contratos y negocios jurídicos de la Administración: ( . .. ) 4. Los 
convenios de cooperación que celebre la Administración con las Corporaciones Locales 
u otros entes de derecho público ( .. . ) 1 . Los convenios de colaboración que. en virtud de 
la autorización del Gobierno. celebre la Administración con particulares y que tengan 
por objeto fomentar la realización de actividades económicas privadas. de interés 
público». 
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1. Origen de la obligación y posición juridica de las partes 
Partimos de reconocer que estamos ante declaraciones que no proce-
den de la voluntad de uno solo de los sujetos (la Iglesia o la Adminis-
tración), sino de una voluntad conjunta. Naturalmente, esta afrrmación 
no implica, de manera necesaria, que ambos sujetos no tengan capacidad 
por sí solos de producir los mismos efectos. Sin embargo, en el caso 
concreto de los acuerdos que estudiamos, la existencia del convenio pro-
cede a la vez de la concertación de los dos sujetos10• 
Para precisar lo que decimos, basta recordar las normas en desarrollo 
de los Acuerdos que iban precedidas de una negociación con la Iglesia; la 
negociación y la norma están perfectamente diferenciadas, siendo la 
norma, que surge de un acto propio de la Administración, de una eficacia 
que ni siquiera estaría necesitada de la conformidad previa con la Iglesia. 
Los convenios que nos ocupan, se producen por un acuerdo de vo-
luntades que es necesariamente simultáneoll . Este dato acerca la figura 
del convenio a la del contrato; sin embargo, García de Enterría y Fernán-
dez han puesto de relieve -refiriéndose a los convenios Administración-
administrados- que esta figura no guarda paralelo con el derecho con-
tractual privado ya que no se trata de «un fenómeno económico de inter-
cambio, sino, por el contrario, un simple acuerdo sobre la medida de una 
obligación, o de una ventaja, típicas de una relación de sumisión ju-
rídico-pública previamente establecida entre la Administración y la per-
sona que con ella conviene»12. 
No hay inconveniente en admitir que los convenios eclesiásticos son, 
en rigor, un acuerdo, una concertación entre dos sujetos sobre la medida 
de una obligación de carácter público. En algunos casos, esta nota se 
manifiesta con toda claridad; V.gr., los convenios autonómicos en mate-
ria de asistencia religiosa concretan -dentro del territorio de una determi-
nada comunidad- la obligación contraída por el Estado en el Acuerdo con 
10. Queremos decir que lo mismo que se han estipulado convenios, podrían haberse 
emitido normas unilaterales; sin embargo, la articulación por medio de una fórmula u 
otra, debe comportar -en nuestra opinión- consecuencias en cuanto al régimen de apli-
cación. 
11. Esta «simultaneidad» en el cierre de voluntades distingue esta figura de otros 
supuestos. en los que sólo se produce una «coincidencia» de voluntades (acto de 
aprobación y acto aprobado. acto administrativo cuya eficacia está necesitada de la con-
formidad del administrado. etc.). Cfr. E. GARCIA DE ENTERRlA-T.R. FERNANDEZ. Curso ...• 
cit .• pp. 617-618. 
12. Ibidem. p. 620. 
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la Santa Sede. y desarrollada en el Acuerdo-marco con la Conferencia 
Episcopal. 
Ahora bien, la relación entre la Administración y la Jerarquía Ecle-
siástica. en estos convenios, no es de «subordinación». 
Aunque la Iglesia no fonna parte de la Administración del Estado. los 
convenios eclesiásticos guardan en este punto más semejanza con los 
convenios inter-administrativos de cooperación -aquellos que seprodu-
cen entre dos (o más) entidades actuando ambas, como titulares del 
Poder públic013• en materias en las que son competentes ambas partes 
(por ejemplo: un convenio entre el Estado y una corporación local que se 
refiera a competencias locales14)- que con los convenios entre Adminis-
tración y administrados -aunque se excluyan dentro de esta categoría los 
contratos administrativos stricto sensu, y los contratos de Derecho pri-
vado- del tipo, por ejemplo, de un convenio expropiatori015, que en rea-
lidad, es una adhesión a la decisión imperativa y unilateral de expropia-
ción por parte de la Administración16• 
Hay que hacer notar que, cuando decimos que en los convenios ecle-
siásticos no media entre la Iglesia y el Estado una relación de subordi-
nación, queremos significar que se da una igualdad de posición jur(dica 
entre ambos sujetos17, lo cual implica, primera y principalmente, que no 
13. Cfr. E. RIvERO YSERN.Las relaciones ...• cit.. p. 60. 
14. En cambio. si el convenio se refiere a competencias del Estado. se instrumen-
taría a través de normas unilaterales del Estado. o bien a través de resoluciones adminis-
trativas necesitadas de aceptación y aparecería con un carácter más bien secundario: 
aunque medie convenio. la corporación local ocupa una posición semejante a un particu-
lar dando lugar a una relación administrativa de subordinación. al ser la competencia ex-
clusiva del Estado. 
15. Cfr. Art. 24 de la Ley de Expropiación Forzosa de 16 de diciembre de 1954. 
16. Cfr. E. GARCIA DE ENTERRIA-T.R. FERNANDEZ. Curso ...• cit..pp. 620-621. 
17. Aunque hemos querido evitar. deliberadamente. detenernos en aspectos que. 
siendo de gran importancia para la Ciencia Administrativa. no son necesarios para cla-
rificar la naturaleza de los convenios. resulta obligado dejar constancia aquí. de la divi-
sión doctrinal en tomo al contrato administrativo. Para unos (E. GARCIA DE ENTERRIA-
T.R. FERNANDEZ. MARTIN RETORTILLO) el contrato administrativo es. en esencia. la mis-
ma figura del contrato privado. a la que se han añadido las prerrogativas de la Adminis-
tración. sin que este dato transforme los contratos administrativos en una figura sustan-
cialmente distinta de los contratos civiles. E. GARCIA DE ENTERRIA Y T.R. FERNANDEZ 
apuntan. además. que el postulado de la igualdad de las partes en el contrato. no se ha 
predicado nunca de la posición de las partes. sino de la articulación causal de las respec-
tivas prestaciones (cfr. Curso ...• cit .• p. 620). 
Otros. en cambio (VILLAR PALA SI). invocan el dato de la falta de igualdad de posición 
jurídica de las partes para mantener la sustantividad propia -distinta del contrato civil-
de los contratos administrativos. Pues bien, en los convenios eclesiásticos. siendo la 
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son aplicables dentro de estas relaciones las prerrogativas de la Adminis-
tración18, ya que aunque la Iglesia no esté investida del Poder público, sí 
goza de competencia propia -reconocida por el Estado- en la materia ob-
jeto del convenio19 • 
2. El problema de la «causa» en los convenios 
Cuanto llevamos dicho -origen de la obligación en una ley previa al 
convenio y posición de igualdad jurídica de las partes- resulta de gran 
utilidad, pero no es todavía una respuesta acerca de la posible naturaleza 
contractual de los convenios que estudiamos. 
Si bien la posición de igualdad posibilita una futura relación contrac-
tual, el dato de que la obligación de las partes no sUlja del convenio, sino 
de una ley anterior, aleja -en principio- esta figura del contrato por care-
cer éste de causa propia que 10 justifique en su existencia. 
Hemos de trasladamos, por tanto, al problema del nexo causal de las 
prestaciones, preguntándonos donde está la fundamentación de las 
prestaciones creadas por los convenios. 
Partimos de que no es el pacto 10 que crea para la Administración ni 
para la Iglesia las obligaciones respectivas -de conservación y tutela del 
patrimonio histórico-artístico, de proporcionar los medios necesarios que 
garanticen el ejercicio de la libertad religiosa; y el deber de poner los bie-
nes culturales al servicio de la Sociedad, o de atender pastoralmente a los 
fieles internados en un hospital-, sino que éstas tienen su origen en las 
leyes (la Constitución, los Acuerdos con la Santa Sede y el Derecho de la 
propia Iglesia). 
Pues bien, la causa del contrato está en la fijación del alcance concreto 
de obligaciones que proceden, como hemos visto, de otra fuente. Así, la 
Administración y la Iglesia se obligan, al perfeccionar un convenio, 
posición de las partes de igualdad y no de subordinación. no podrá invocarse la prefe-
rencia por una u otra postura doctrinal en contra de la atribución del carácter contractual 
a los convenios eclesiásticos. 
18. Cfr. E. RIVERO YSERN. Las relaciones ...• cit .• pp. 62-63. En los convenios en 
que la relación es de coordinación y cooperación. no deben operar las prerrogativas. ya 
que supondrían la ruptura de esa relación. 
1 9. Prueban esta afinnación las declaraciones de mutuo reconocimiento de compe-
tencias que aparecen en la práctica totalidad de los convenios. Puede haber desigualdad 
en el contrato administrativo. pero no ocurre así cuando el Derecho eclesiástico pro-
ducido por la Administración procede de un Derecho Concordatario. en el que lo conve-
nido se hace en plano de igualdad. 
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aunque no «creen» propiamente esas obligaciones, porque concretan el 
alcance dentro del cual son exigibles, eliminando, de esta forma, la in-
certidumbre sobre su extensión y régimen20• 
Esta argumentación nos llevaría a admitir la naturaleza contractual de 
convenios eclesiásticos puesto que en ellos no dejarían de darse los ele-
mentos esenciales de un contrato de fijación. ¿Quedaría resuelta con ésto 
la naturaleza jurídica de tales convenios? A nuestro parecer, no. Cuanto 
venimos diciendo ofrece una respuesta parcialmente satisfactoria, res-
pecto de la naturaleza de los convenios eclesiásticos. No es posible 
atribuir solamente naturaleza contractual en todos los supuestos. Los 
convenios sobre patrimonio histórico-artístico -en uno, o en dos instru-
mentos- tratan de la constitución, composición y funcionamiento de 
comisiones mixtas Iglesia-Estado o Comunidad Autónoma; pues bien, si 
respecto de la constitución y composición puede hablarse de un fondo 
contractual21 , no ocurre así con su funcionamiento, donde descubrimos 
notas propias de la actividad normativa22• 
Mucho más claro aparece el carácter contractual de otros convenios 
surgidos a partir de los anteriores. Tal es el caso del convenio para la 
restauración de la Seo de Zaragoza23• 
También descubrimos rasgos contractuales en los convenios de asis-
tencia religiosa: la prestación de la Iglesia, a cambio de la cual la Admi-
nistración se obliga a facilitar unas determinadas condiciones materiales 
dentro del Hospital24, y a retribuir a las personas que prestan la asistencia 
20. Hemos trasladado a los convenios eclesiásticos la argumentación respecto de 
los conciertos de Administración de E. GARCIA DE ENTERRIA Y T.R. FERNANDEZ, Curso ... , 
cit., pp. 624-627. Estimamos que se encuentran también en los convenios eclesiásticos, 
rasgos propios de los contratos preparatorios de obras administrativas. 
21. Aquí, la fijación de la obligación creada por el arto XV del Acuerdo sobre En-
señanza y Asuntos Culturales, la encontramos en la puesta a disposición, de la otra 
parte, de determinadas personas, a las que se les impone el deber de reunirse cada cierto 
tiempo (cfr. por ejemplo arts. 4 y 14 del Acuerdo sobre Patrimonio Cultural en Anda-
lucía), emitir dictámenes, informes, etc. (cfr. arto 11 del mismo Acuerdo). Es decir, el 
punto del que depende la naturaleza contractual de estas figuras, es admitir que el inter-
cambio de prestaciones consiste en el intercambio de los servicios que prestan las per-
sonas integrantes de las comisiones mixtas. 
22. Respecto a las notas distintivas de la actividad normativa propia de la Admi-
nistración, seguimos la exposición de E. GARCIA DE ENTERRIA-T.R. FERNANDEZ, Curso ... , 
cit., pp. 183-234. 
23. Disponemos del texto del convenio, sin ningún dato que permita acceder a al-
guna publicación que lo recoja. Lo adjuntamos como anexo n. 
24. Cfr. por ejemplo, arto 11 del Convenio entre la Consejería de Salud de la Junta 
de Andalucía y los Obispos de Andalucía. 
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religiosa2S, es el desempeño de un conjunto de tareas (servicios) deter-
minados en los convenios: visita a los enfermos, celebración de actos de 
culto y administración de los Sacramentos, etc.26• 
n. NAruRALEZANORMATIVA 
Sin embargo -tanto en los convenios sobre patrimonio como en los de 
asistencia religiosa-, encontramos rasgos que aproximan esta figura a la 
del reglament027: así, por ejemplo, los convenios de patrimonio reciben 
en algunas Comunidades autónomas, el nombre de "Reglamento"28, y 
los de asistencia religiosa forman parte del reglamento interno de los 
centros hospitalarios públicos29• 
1. Rasgos normativos de los Convenios 
¿ Qué rasgos de carácter normativo destacan en los acuerdos eclesiás-
ticos de derecho interno? En primer término, que no se limitan a «con-
cretar»30 derechos subjetivos para las partes, sino que constituyen reglas 
generales de conducta, normas permanentes de obrar31 • Así, por ejem-
plo, en los convenios de asistencia religiosa se impone el deber de su-
ministrar información a los capellanes por parte del personal del hospital, 
o el deber de los capellanes de respetar la libertad religiosa de los pa-
cientes32• Estas obligaciones no afectan sólo a la Administración y a la 
Jerarquía Eclesiástica, aunque sean, eso sí, responsables en último tér-
mino de su cumplimiento, sino que se imponen también a terceros, 
creando así situaciones jurídicas generales (como las crea la Ley o el 
25. Cfr. por ejemplo, arto 7 Y anexo II del Convenio de Anftalucía. 
26. Cfr. por ejemplo, arto 3 del Convenio de Andalucía. 
27. Conviene recordar que los sujetos civiles de los que emanan -excepto el Direc-
tor del INSALUD y el de Osakidetza- tienen potestad reglamentaria. 
28. En las Comunidades Autónomas de Cataluña e Islas Baleares. 
29. Cfr. por ejemplo, arto 12 del Convenio de Andalucía. 
30. Ya vimos que no a «crear». 
31. E. GARCIA DE ENTERRIA Y T.R. FERNANDEZ apuntan esta nota como rasgo dife-
renciador de las normas respecto de los actos; añadiendo, además, que a pesar de que 
pueda existir en ocasiones una gran proximidad entre ambas figuras -v.gr.: reglamentos 
singulares y actos administrativos generales- una y otra, son irreductibles. Cfr. Curso ... , 
cit., pp. 188-192. 
32. Cfr. por ejemplo, arts. 9 Y 3 del Convenio de Andalucía. 
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Reglamento) y estas obligaciones para con los terceros entran en acción 
cada vez que se verifican las condiciones requeridas para su ejercicio. 
Sin embargo, a nuestro juicio, aunque los convenios en materia de 
asistencia religiosa regulen situaciones jurídicas generales, no pueden 
asimilarse a los reglamentos jurídicos33, ya que tanto las personas inter-
nadas en el hospital, como las personas que trabajan en el mismo, están 
sometidas a una relación de supremacía especial. A partir de este dato 
puede afirmarse que los convenios se asemejan más al reglamento ad-
ministrativo que al reglamento jurídico34• 
No parece que pueda objetarse, en contra de la afirmación antes sen-
tada, que las relaciones de la Administración respecto a la Iglesia, dentro 
del convenio, no sean de supremacía · (ni general, ni especial) sino de 
igualdad. En efecto, de admitirse la naturaleza reglamentaria del conve-
nio, éste tendría, por el contrario, como destinatarios35 a la Administra-
33. Hablamos de reglamentos jurldicos para designar aquellos que se refieren a rela-
ciones de «supremacía general» -son las que unen normalmente al Estado con cualquier 
ciudadano. V.gr.: sometimiento de un ciudadano al poder tributario-; por el contrario. 
los reglamentos administrativos. o bien son de carácter orgánico. o bien. si se refieren 
a los administrados. lo hacen en cuanto éstos están inclusos en las llamadas relaciones 
de «supremacía especial». En estos casos la relación que une al administrado con la Ad· 
ministración es mucho más intensa y especializada; hay un <<plus» de supremacía que 
nace de un título específico. V.gr.: Internamiento en un Hospital Público. prestación de 
trabajo como funcionario público. etc. (Cfr. E. GARCIA DE ENTERRIA-T.R. FERNANDEZ. 
Curso ...• cit .• pp. 209-211). Ahora bien. esa supremacía especial no puede dejar de con-
templar a los sometidos a la supremacía. no sólo en cuanto súbditos. sino también en 
cuanto personas; o si se quiere. súbditos no sólo con obligaciones derivadas de la su-
misión. sino con derechos que han de ser reconocidos por quien tiene la supremacía. 
Uno de esos derechos es la atención religiosa, que el Estado no puede prestar. pero sí la 
Iglesia. Al convenir uno y otro sobre esa asistencia, por las autoridades civiles se per-
mite actuar -porque lo puede en virtud de la supremacía- a aquellos servicios de la Iglesia 
que satisfacen derechos del ciudadano. 
34. E. GARCIA DE ENTERRIA-T.R. FERNANDEZ. Curso ... cit .• p. 190. han puesto de 
manifiesto que incluso «los Reglamentos singulares organizativos son Reglamentos y 
no actos. no obstante su singularidad de contenido. porque la organización forma parte 
siempre del ordenamiento como tal». Pues bien, nos parece que los reglamentos de las 
comisiones mixtas de patrimonio histórico-artístico. y los convenios de asistencia reli-
giosa. al incorporarse al reglamento interno de los hospitales públicos. son dos 
supuestos de reglamentos organizativos. en los que la Administración opera sobre su 
ámbito interno. El Poder Público se está expresamente sometiendo a una norma. a la que 
queda vinculado. mientras por un acto formal de la misma naturaleza del que procede su 
vinculación de origen normativo no derogue dicha norma o la modifique. 
35. Nos referimos ahora a los destinatarios de obligaciones. no a los beneficiarios 
de la asistencia religiosa; ésta puede prestarse también a sujetos que no están sometidos 
a la supremacía especial. V.gr.: familiares de los pacientes. 
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ción misma y a los ciudadanos (médicos, enfermeras, enfermos, geren-
tes del hospital, etc.) sometidos a sumisión especiaP6 respecto a ella, no 
a la Iglesia37• 
A nuestro entender, participan también de naturaleza normativa los 
convenios que afectan sólo a la Administración y a la Jerarquía Eclesiás-
tica. Habrá norma, y ejercicio del poder normativo, desde el momento en 
que quien tiene la supremacía dicta reglas o criterios generales de con-
ducta que obligan a los órganos del propio Poder (yen algunso casos, 
como hemos visto también a sus destinatarios) con independencia de que 
sean leyes, decretos, órdenes, etc.38• 
En el caso de los convenios de patrimonio, las relaciones que surgen 
quedan limitadas a las partes; sin embargo, introducen la «generalidad» 
en la regulación del patrimonio histórico-artístico de que, antes de entrar 
a conocer los órganos con capacidad decisoria39, la Administración se 
impone a sí misma el deber de oir -cuando se trate de bienes propiedad 
de la Iglesia- el dictamen o el informe de las comisiones mixtas. 
Vendría a ser una especie de reglamento administrativo dentro del 
ámbito organizativo internO«>. No obsta a esta consideración la naturaleza 
consultiva de los actos de las comisiones mixtas41 o la necesidad de con-
36. Aquí sumisión y supremacía son sinónimos; depende de que la relación se con-
temple en una u otra dirección: Administración-sujetos o viceversa sujetos-Adminis-
tración. 
37. Por otra parte, la fuerza obligatoria y nonnativa, para la parte eclesiástica. 
deriva de su propia potestad. no de la potestad reglamentaria del Estado 
38. E. GARCIA DE ENTERRIA-T.R. FERNANDEZ. Curso .... cit.. p. 189: «La correlación 
singular-general como expresión de la distinción acto-Reglamento parece haberse roto». 
Estos autores fundamentan la naturaleza nonnativa. en el carácter «innovador»: «El 
Reglamento innova el ordenamiento a un supuesto dado» (ibidem). Preferimos. en cam-
bio. mantener la distinción general-singular y. a posteriori. hacer depender la fonna y 
naturaleza de la nonna, dependiendo de que sea innovadora o no. creadora o no. etc. 
39. Nótese que el convenio no supone una derogación singular de la legislación 
general (Ley de Patrimonio histórico-artístico. Ley Presupuestaria de la Comunidad. le-
gislación de la organización administrativa de la Comunidad. etc .... ) ni atribución de 
competencias administrativas en favor de la Iglesia; situaciones. que. caso de darse. vi-
ciarían de nulidad el convenio. 
40. V.gr.: arto 12 del Convenio sobre asistencia religiosa de la Junta de Andalucía: 
«Las disposiciones del presente Convenio. serán recogidas como Anexo en los 
Reglamentos y nonnas de régimen interno de todos los centros hospitalarios de la Red 
Hospitalaria Pública de la Junta de Andalucía». 
41. V.gr.: arto m del Convenio sobre patrimonio histórico-artístico de la Xunta de 
Galicia: «En los expedientes de declaración de interés histórico y artístico de los bienes 
muebles e inmuebles pertenecientes a Entidades eclesiásticas. la Xunta de Galicia reca-
bará un dictamen de la Comisión coordinadora prevista en el arto V. que deberá emitir su 
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fmnación de los mismos por ambas partes42• Al contrario, estos datos 
nos servirán, más adelante, para resolver la siguiente dificultad: ¿Cómo 
es posible asimilar los convenios (que según vimos más atrás surgen del 
concierto de dos voluntades) a los reglamentos, que son producto exclu-
sivo de la potestad reglamentaria de la Administración? 
Este es, a nuestro juicio, el problema central que debemos resolver, 
de modo parecido a como el problema de la causa era el quicio del que 
dependía su naturaleza contractual o no, en orden a la atribución de 
carácter normativo a nuestros convenios. 
2. Compatibilidad del carácter normativo y ejecutivo 
Suele objetarse también a la asimilación de estos acuerdos a los 
reglamentos43 que el contenido de los mismos nunca puede ser norma-
tivo, porque se limita a aplicar el Derecho objetivo vigente (los Acuerdos 
Santa Sede-Estado Español, o un acuerdo previo) de manera que su 
carácter sería siempre «aplicador» y no «creador» del Derecho. 
Sobre este extremo, hay que señalar que efectivamente, los convenios 
menores se apoyan en un acuerdo previo que los autoriza -y desde esta 
perspectiva son aplicación del Derecho-, pero ésto no implica que el 
contenido del convenio nunca pueda ser normativo. Habrá que examinar 
cómo están formuladas las proposiciones jurídicas que sirven de base a 
estos acuerdos y comprobar si se fija con detalle el objeto posible de los 
convenios y las peculiaridades del régimen jurídico de las actividades a 
las que se refieren. Si las habilitaciones en las que se basan los conve-
nios descienden a estos extremos, los acuerdos que se estipulen para su 
parecer, no vinculante, en el plazo de un mes a contar desde el día en que haya recibido 
el oportuno escrito,.. 
42. V.gr.: arto 8 del Acuerdo sobre patrimonio histórico-artístico en Andalucía: 
«Los acuerdos de la Comisión se considerarán fIrmes por las dos partes si no hubieran 
sido protestados en el término de treinta días después de haberse comunicado por escrito 
a los organismos respectivos con capacidad decisoria, sometido, en cuanto a temas 
económicos, al procedimiento administrativo de acuerdo con la Ley de la Comunidad 
Autónoma». 
43. Cfr. A. MARTINEZ BLANCO, Naturaleza jurídica de los pactos Iglesia-Comuni-
dades autónomas sobre patrimonio cultural, en "Anuario de Derecho eclesiástico del Es-
tado,., 1 (1985), pp. 363-367, encuentra en el dato de la falta de intervención de los 
órganos legislativos regionales el obstáculo por el que no puede atribuírseles carácter 
normativo. Nos parece que esta razón impide que tengan rango de ley, pero no obsta 
para su califIcación como «normas,., ya que este término incluye distintas categorías 
formales (ley, decreto-ley, decreto, reglamento ... ). 
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ejecución se limitarán a aplicar el marco normativo previamente estable-
cido, por 10 que su carácter será meramente negocial y no «creador» del 
Derecho. 
Ahora bien, si, por el contrario, la norma habilitante se limita a auto-
rizar la celebración de los convenios sin mayores precisiones, habrá que 
admitir que el convenio es un acto de aplicación de una norma previa, en 
la medida en que hace uso de esa autorización; pero también es (o puede 
ser) normativo en la medida en que establezca un régimen jurídico es-
pecífico, para la regulación de su objeto, que no estaba predeterminado 
en la norma de autorización44• Pero sucede -además- que la norma, si es 
legislativa, será innovadora, creativa, mientras que 10 propio de la norma 
reglamentaria es, de acuerdo con la ley que la habilita, dictar los precep-
tos de desarrollo y aplicación. No es su característica la innovación, sino 
desarrollar 10 que ya ha innovado la ley. 
En conclusión, no parece una razón suficiente para negar el carácter 
normativo de los acuerdos eclesiásticos el dato de que vengan a estipu-
larse en ejecución de otra norma previa; dependerá de los términos en 
que la remisión al acuerdo futuro se formule45• 
3. Compatibilidad del carácter normativo y pacticio 
Una vez resuelta la dificultad de hacer compatible la naturaleza ejecu-
tiva y normativa, a la vez, de algunos de los supuestos que estudiamos, 
afrontaremos el problema de la compatibilidad entre la naturaleza con-
tractual o pacticia y la naturaleza normativa46• 
Con la apelación a la idea de norma pactada, se puede hacer referencia 
a tres aspectos diferentes41• 
«Hay una versión tradicional de Ley-pacto cuya peculiaridad consis-
tiría en que una vez fijado su contenido no puede ser alterado sin el con-
curso de las partes que intervinieron en el pacto; la segunda acepción de 
aquel concepto podría hacer referencia a la participación de una voluntad 
44. Cfr. A. MENENDEZ REXACH. Los convenios ...• cit .• pp. 81 Y 109-111. 
45. Nos parece que las habilitaciones legales previas de los convenios eclesiásti-
cos tienen una formulación lo suficientemente general como para admitir que el conte-
nido de los convenios que las ejecutan puede ser normativo. La norma puede ser de apli-
cación. y hasta de ejecución. siempre que se trate de preceptos generales. 
46. Damos respuesta así a la cuestión clave que nos planteábamos en la p. 
47. Cfr. S. MuRoz MACHADO. Derecho Público de las Comunidades Autónomas. 1. 
Madrid 1982. pp. 281-287. Expone esta doctrina al estudiar la naturaleza jurídica del 
Estatuto. 
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ajena a la que ostenta el poder nonnativo (aunque sea la voluntad del ti-
tular del poder nonnativo la única que da fuerza y valor a la ley) en la fi-
jación del contenido del texto; y la tercera, que la Ley precisa como re-
quisito de validez y de eficacia la concurrencia de dos poderes, uno de 
los cuales ajeno al legislativo ordinario, que la aprueban conjunta-
mente»48. 
¿En qué sentido podemos decir que los convenios eclesiásticos 
menores son pactos normativos? 
A nuestro modo de ver, sólo en las dos primeras acepciones49, por la 
falta de reconocimiento en nuestro ordenamiento de la voluntad común 
como fuente de derecho objetivo: «La creación de derecho objetivo en 
nuestro ordenamiento no se puede producir por vía de pacto, sino que es 
siempre producto de una decisión jurídica unilateral (aunque previamente 
haya un pacto subyacente) ( ... ). El convenio puede establecer un nuevo 
régimen jurídico o crear una organización, pero no es el propio convenio 
lo que da fuerza nonnativa a esas regulaciones, sino el acto unilateral de 
su aprobación que corresponde a cada parte o a una sola de ellas, según 
los casos»50. El único supuesto de creación de derecho objetivo emanado 
48. s. M~oz MACHADO. Derecho público ...• cit .• p 283. Al aplicarse a los conve-
nios eclesiásticos habrá de referirse no a la ley (en sentido estricto) sino al reglamento. 
y no al legislativo ordinario. sino a los 6rganos con potestad reglamentaria. 
49. En la doctrina eclesiasticista, quienes han invocado el carácter de Ley-paccio-
nada para los Acuerdos regulados en el arto 7 LOLR (cfr. P. LoMBARDIA. Fuentes del 
Derecho Eclesiástico Español, en «Derecho Eclesiástico del Estado Español». Pamplona 
1980. pp. 190-191 Y A. MOTILLA DE LA CALLE. Los Acuerdos entre el Estado y las Con-
fesiones religiosas en el Derecho español, Barcelona 1985. citando a LoMBARDIA. p. 
337) Y para los Acuerdos de la Comunidad Autónoma de Cataluña (cfr. E. BAJET. Acuer-
dos ... , cit. p. 870 citado también a LoMBARDIA) se basan en los estudios de R. AIZPUN 
SANTAFE. Naturaleza jurldica de las leyes forales de Navarra, Pamplona 1952 y. sobre 
todo de J.I. DEL BURGO. Origen y fundamento del Régimen foral de Navarra, Pamplona 
1967. Después de estudiar la exposici6n de este último autor sobre la «Naturaleza jurí-
dica del Pacto-Ley de 16 de Agosto de 1841 (Capítulo XVI de la obra citada. pp. 501-
517). nos parece que en estos escritos se apunta un concepto de ley-paccionada que 
abarca los dos primeros aspectos a los que hacemos referencia en el texto. pero no se 
llega a afirmar una «creación paccionada» del Derecho en el tercer aspecto. 
50. A. MENENDEZ REXACH. Los Convenios ...• cit. p. 82 (siguiendo en este punto a 
A. GALLEGO ANABITARTE). Cfr. S. M~oz MACHADO. Derecho público ...• cit .• pp. 283-
287. sostiene que las leyes que aprueban los Estatutos de autonomía son producto exclu-
sivo de la voluntad de las Cortes (y en consecuencia no son Ley-paccionada en el tercer 
aspecto) al encontrar una dificultad insalvable. en el dato de que el momento del 
supuesto pacto entre el Estado y el Territorio. éste carece de autonomía -le vendrá 
atribuida, precisamente a partir del Estatuto-. Aunque esta raz6n conduce al mismo resul-
tado negativo. no puede invocarse para los convenios eclesiásticos. puesto que la Igle-
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de la voluntad común, reconocido en nuestro ordenamiento jurídico (art. 
1,5 del Código civil), es el de los Tratados Internacionales. 
No encontramos apoyo en la doctrina para incluir dentro de las 
fuentes del derecho a los convenios bilaterales. De Castro y Bravo, con-
sidera que para ser fuente independiente del derecho «habría sido nece-
sario que hubiese nacido un nuevo poder jurídico en el Estado, sin sub-
ordinación al poder legislativo, cambiando así la estructura institucio-
nal»51. Díez-Picazo y Gullón Ballesteros afIrman que la aplicación de los 
convenios normativos es clara en Derecho Internacional, mientras que en 
la esfera del Derecho Interno, ofrece mayores difIcultades, aunque puede 
estudiarse en dos vertientes: los «convenios colectivos de trabajo» y las 
llamadas «condiciones generales de la contratación». Después de analizar 
estas dos fIguras, concluyen que pueden ser fuentes en sentido secun-
dario, pero no fuentes primarias del DerechOS2• Garrido Falla sigue la 
opinión de de CastrOS3• 
Así pues, a nuestro juicio, es necesario para que el convenio sea 
fuente del derecho, un acto de aprobación unilateral por parte del órgano 
con competencia al respecto, y en consecuencia, hay que admitir que 
tendrán el rango, dentro de la jerarquía normativa, que le corresponda 
según la jerarquía del órgano del cual procede54• 
¿ Qué sucede en los casos en que un convenio, con contenido norma-
tivo, no ha recibido esa aprobación unilateral posterior, que se manifiesta 
en la publicación en el propio Boletín OfIcial?55. En defInitiva, ¿qué son 
los·convenios eclesiásticos, contratos con un régimen especial, o fuentes 
de derecho? 
La respuesta a esta cuestión, habrá que buscarla en el modo en que los 
convenios se insertan en el ordenamiento. Aunque todos ellos -dentro de 
cada materia-tengan contenido similar e igual origen pacticio, se inserta-
sia tiene reconocida por el Estado. no solo autonomía. sino potestad de jurisdicción en 
materia de su competencia (art. I del Acuerdo Jurídico). 
51. F. DE CASTRO Y BRAVO. Derecho Civil de España, Madrid 1955. pp. 375-376. 
52. Cfr. L. DIEZ-PICAZO y A. GULLON BALLESTEROS. Sistema de Derecho Civil, l. 
Madrid 1979. pp. 188 ss. 
53. Cfr. F. GARRIDO FALLA. Tratado de Derecho Administrativo, l. Madrid 1985, pp. 
241-242 (en nota). 
54. E. GARCIA DE ENTERRIA-T.R. FERNANDEZ. Curso ...• cit., p. 195. «Los propios 
reglamentos están relacionados entre sí jerárquicamente. de forma correlativa a la jerar-
quía que une a los órganos de que proceden». 
55. Tal es el caso del «Reglamento para el funcionamiento de la Comisión Mixta 
Generalitat-Iglesia en Cataluña para el Patrimonio histórico-artístico de Cataluña». 
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rán dentro del ordenamiento como fuentes creadoras del derecho, o como 
producto exclusivo de su aplicación, según las formalidades que se sigan 
para su aprobación y publicación unilateral56• 
Tal afrrmación quizá sorprenda, pero se trata de una exigencia de las 
reglas de Derecho público5? La conclusión, ha de ser ésta, a nuestro 
juicio, puesto que la variedad de autoridades fumantes y formas de pu-
blicación -en el caso de los convenios autonómicos-, no se justifica en 
las diferencias de régimen que establece la legislación autonómica sobre 
el Presidente, el Consejo de Gobierno y la Administración, dentro de 
cada Comunidad autónoma58 • 
56. E. MOLANO, Asistencia religiosa en los hospitales públicos, 1, en «Actualidad 
Administrativa», n. 20 (1987), p. 1142: «La finalidad de la Orden es la de 'dar efectivi-
dad al referido acuerdo' en el ordenamiento jurídico español, previa publicación del 
mismo. Pero el rango jurídico del Acuerdo, dentro del sistema de fuentes del derecho es-
pañol, no es el de una Orden Ministerial (simple instrumento, en este caso, para su pu-
blicación en el BOE), sino el de una norma de aplicación inmediata de un Tratado Inter-
nacional, en cumplimiento del procedimiento establecido en el propio Tratado. De ahí 
que cualesquiera otras normas que afecten a la materia que regula y que sean de grado in-
ferior a la Constitución y al Tratado Internacional mencionado habrán de hacerse com-
patibles con lo establecido en el Acuerdo, y sólo podrán aplicarse subsidiariamente res-
pecto a lo que en él se establece». Compartimos la opinión de que la Orden es el ins-
trumento para dar efectividad al Acuerdo, pero disentimos en que su rango jurídico sea 
consecuencia de su carácter aplicativo de un Acuerdo Internacional. A nuestro juicio, la 
jerarqu{a de las normas es una consecuencia del órgano que las aprueba. 
57. Algo semejante ocurre también en Derecho Privado. El consentimiento matri-
monial, para que sea causa eficiente de un matrimonio válido, ha de emitirse de acuerdo 
con las formalidades previstas en el ordenamiento; y, en ausencia de la forma exigida, 
existiendo un consentimiento «materialmente» suficiente, no hay matrimonio. 
El poder reglamentario debe ejercerse de acuerdo con lo establecido en la LP A. Para 
la elaboración de disposiciones reglamentarias de carácter general, han de observarse los 
arts. 129 a 132, de modo que su incumplimiento arrastra la nulidad de la disposición que 
se dicte. 
58. Adjuntamos un elenco de esta legislación autonómica, en aquellas comunidades 
que han estipulado algún convenio eclesiástico: Ley de Gobierno de Euskadi 7/1981, de 
30 de junio «Boletin Oficial de las Comunidades Autónomas» (en adelante BCA), n. O 
(1980-1982), pp. 50-59; Ley del Parlament, del President y del consell Executiu de la 
Generalitat 3/1982, de 21 de marzo, BCA, n. O (1980-82), pp. 80-82, modificada por 
ley 11/1983, de 27 de junio, BCA, n. 3 (1983), p. 886; Ley reguladora de la Xunta y de 
su Presidente 1/1983, de 22 de febrero, BCA, n. 2 (1983), pp. 576 Y ss.; Ley del Go-
biernoy la Administración de la Comunidad autónoma 6/1983, de 21 de junio, BOJA, n. 
60 de 29 de julio, BCA, n. 4 (1983), p. 1516; Ley de organización y funcionamiento de 
la Administración del Principado de Asturias 1/1982, de 24 de mayo, BOPA, n. 2, 
25.V.1983, BCA, n. O (1980-1982), pp. 395 ss.; Ley de estructura orgánica de la Ad-
ministración de la Comunidad Autónoma de Cantabria 1/1983, de 4 de febrero «Boletín 
Oficial de Cantabria» (en adelante BOC), n. 22, de 21.II.1983, BCA, n. 1 (1983), pp. 
147 ss. y Ley de Régimen Jurídico del Estatuto del Personal, atribuciones y Organi-
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Un análisis comparativo de los convenios autonómicos atendiendo a 
las autoridades finnantes, a la fonna de publicación y a la regulación 
autonómica de las competencias y régimen de la actividad del Presidente, 
el Consejo de Gobierno y la Administración autónomica59, muestra que 
no hay correspondencia entre las autoridades que suscriben el convenio y 
la distinta integración de éstos en los respectivos ordenamientos autonó-
micos; v.gr., convenios finnados por un Consejero son publicados co-
mo órdenes ministeriales60, mientras que el convenio de patrimonio de 
Murcia -suscrito por el Presidente autonómico- se publica oficialmente 
como Resolución de la Dirección General de Cultura. 
Refiriéndonos a la totalidad de los convenios estudiados distinguimos: 
zación del Presidente de la Diputación regional de Cantabria y su Consejo de Gobierno 
2/1982, de 4 de Octubre, BOC, n. 145, 3.11.1982, BCA, n. O (1980-1982), pp. 448 ss.; 
Ley del Presidente y del Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma de La Rioja 
4/1983, de 29 de diciembre (en adelante BOR), n. 6, 14.1.1984, BCA, n. 7 (1984), pp. 
394 ss., incluye la corrección de errores publicada en el BOR, n. 12, de 18.1.1984; Ley 
del Gobierno y de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia 1/1982, de 18 de octubre (en adelante, BORM), n. 62, de 23.X.1982, BCA, n. O 
(1980-1982), pp. 497 ss.; Ley del Presidente de la Diputación General y de la Adminis-
tración de la Comunidad Autónoma de Aragón 3/1984, de 22 de junio (en adelante BOA), 
n. 22, de 25. V1.1984, BCA, n. 9 (1984), pp. 1653 ss.; Ley sobre Régimen Jurídico del 
Gobierno y de la Administración de la Junta de la Comunidad de Castilla-La Mancha 
3/1984 de 25 de abril (en adelante BOCM), n. 18, 2.V.1984, BCA, n. 9 (1984), pp. 
1663 ss. incluye la corrección de errores publicada en BOCM, n. 19, 8.V.1984; Ley del 
Gobierno y de la Administración pública de la Comunidad Autónoma de Canarias 
11/1984, de 14 de Abril (en adelante BOCA), n. 11, 30.lV.1983, BCA, n. 2 (1983), pp. 
671 ss.; Ley Foral reguladora del Gobierno y de la Administración de la Comunidad 
Foral de Navarra 23/1983, de 11 de Abril (en adelante BON), n. 47, 15.1V.1983, BCA, 
n. 2 (1983), pp. 713 ss.; Ley de Régimen Jurídico de la Comunidad Autónoma de las Is-
las Baleares 5/1984, de 24 de Octubre (en adelante BOCAIB), n. 18 de 20.xI.1984; 
BCA, n. 12 (1984), pp. 2563 ss.: Ley de Gobierno y Administración de la Comunidad 
de Madrid 1/1983, de 13 de Diciembre (en adelante BOM n. 162, 20.XII.1983, BCA, n. 
6 (1983),pp. 2780 ss. y Ley de Gobierno y de la Administración de Castilla y León 
1/1983 de 29 de julio (en adelante BOCL), n. 6, 30.VII.1983; BCA, n. 4 (1983), pp. 
1600 ss. 
59. Hemos realizado este estudio directamente sobre los datos del derecho positivo, 
ya que los estudios doctrinales son escasos y han sido realizados cuando estaba todavía 
incompleta la normativa autonómica -como fácilmente se desprende de las fechas de los 
que citamos-o De estos estudios, destacan los de M. BASSOLS COMA, Los órganos ejecu-
tivos de las Comunidades Autónomas: Presidencia y Consejo de Gobierno, en «Revista 
Española de Derecho Administrativo», nn. 40-41 (1984), pp. 87-108 Y E. ALVAREZ 
CONDE, Algunas consideraciones sobre los órganos de las Comunidades Autónomas, en 
«Revista de Derecho Público», n. 79 (1980), pp. 223-243. 
60, Cfr. Convenios en materia de asistencia religiosa en la Comunidad Autónoma 
Catalana, DOGC, n. 780 de 19.XII.1986, pp. 4284-4285. 
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a) Los firmados por Presidentes Autonómicos. Hay unas Comuni-
dades que no los han publicado oficialmente61 ; entre los acuerdos publi-
cados, se han adoptado distintas formas: el de patrimonio cultural de 
Andalucía, que figura como anexo a una Orden de la Consejería de Cul-
tura62; las Comunidades de Galicia, Castilla-La Mancha y Cantabria63 los 
hacen públicos directamente como «acuerdos» o «convenios», sin adop-
tar la forma de anexo a una orden o a una resolución; por último, el con-
venio entre la Diócesis de Cartagena y la Región de Murcia figura como 
anexo a una Resolución .de la Dirección Regional de Cultura, y el de la 
Rioja a una Resolución del Consejero de la Presidencia64• El hecho de 
publicarlos en su propio Boletín Oficial, les da fuerza de acto unilateral. 
Si su elaboración y formalización es bilateral, su fuerza vincularite viene 
de su publicación, que le otorga el refrendo de propio acto normativo. 
b) Entre los convenios suscritos por Consejeros de Gobierno apare-
cen publicados con rango de Orden, el de Aragón, el de Madrid, y los de 
Cataluña sobre asistencia religiosa6S; como «acuerdos» o «convenios», 
los de Castilla y León y Baleares; el de Andalucía, sobre asistencia reli-
giosa, como acuerdo del Consejo de Gobierno, y como resolución del 
Consejero de Cultura, el del Patrimonio histórico-artístico del País 
Vasco66• 
De estos datos, se desprende la necesidad de alguna previsión que 
asegure no sólo la publicación de los acuerdos eclesiásticos tal como se 
constituyen por la voluntad común de las partes, sino la forma de publi-
cación que mejor se adecúe a su naturaleza 
En nuestra opinión, por una parte, es conveniente -para significar el 
carácter eclesiástico que especifica a estos convenios dentro del derecho 
61. Cfr. Acuerdo y Reglamento sobre Patrimonio histórico artístico en la Comu-
nidad Foral Navarra, B.O. de las Diócesis de Pamplona-Tudela, año 130, Enero (1987), 
p. 23 Y BOCEE, n. 14 (1987), pp. 109-110; 
62. BOJA, 6.V.1986, pp. 1412-1413, Orden de 2.1V.1986 de la Consejería de Cul-
tura. 
63. DOG, n. 107, 5.VI.1985; DOCM, n. 19, 13.V.1986, pp. 696-697; BOC, n. 
28, 10.11.1986, pp. 325-326. 
64. BORM, 6.II.1986, pp. 460-461, resolución de 2.1.1986 de la Dirección Regio-
nal de Cultura. 
65. BOA, n. 40, 14.x1.1984, pp. 734-755, Orden de 9.x1.1984; DOGC, n. 780, 
19.XII.1986, pp. 4284-4285, Ordenes ministeriales de 10.XII.1986; BOM, n. 114, 
19.VI.1987, p. 4. 
66. BOCL, 30.1.1984; BOCAIB, 10.VI.1985, pp. 221-223; BOJA, n. 22, 
17.m.1987, pp. 844-846; Acuerdodel Consejo de Gobierno de 17.XII.1986; Boletín 
Oficial del País Vasco (en adelante BOPV), 3.1V.1986, pp. 1844-1896. 
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común- que suscriba el convenio, además del Consejero competente por 
razón de la materia, el Presidente autonómic067• Así se eleva su rango 
normativo, del que no carece, desde luego, por la sola suscripción del 
Consejero. 
Por otra parte, nos parece que los convenios con destinatario general 
deben ser publicados como normas68• Tal norma, no debe ser de rango 
inferior a «Orden ministerial», porque no resulta coherente que la publi-
cación emane de un órgano inferior al que suscribe el convenio. 
Consideramos que el convenio, una vez publicado, forma un todo 
inescindible con la norma unilateral de publicación. Por esta razón, el 
punto más vulnerable de los convenios es garantizar que no sean dero-
gados unilateralmente mediante otra norma posterior. 
Resulta necesaria una normativa general que establezca las garantías 
del principio pacta sunt servanda para las obligaciones públicas contraí-
das como consecuencia de los convenios eclesiásticos de Derecho inter-
no, que originan propias normas reglamentarias de sanción unilateral y 
que precise con claridad hasta dónde llega el pacto: éste es fuente de la 
norma, en cuanto compromete a la Administración a dar un reglamento o 
sancionar el convenio como norma propia reglamentaria 
67. V.gr., en la Comunidad autónoma andaluza, el arto 44 de la Ley de Gobierno y 
la Administración de la Comunidad Autónoma 6/1983, de 21 de junio, BOJA, n. 60, de 
29 de julio, establece: 
1. «El Presidente para el ejercicio de sus facultades dictará Decretos que se denomi-
narán 'Decretos del Presidente'. 
2. Los acuerdos del Consejo de Consejo de Gobierno adoptarán la forma de Decreto 
y serán firmados por el Presidente y el Consejero a . quien corresponda. Si afectan a 
varias Consejerías, además del Presidente los firmará el Consejo de la Presidente. 
3. Los acuerdos de las comisiones delegadas del Consejo de Gobierno revestirán la 
forma de orden e irán firmados conforme a los criterios recogidos en el párrafo anterior. 
4. Los Consejeros, para el ejercicio de sus competencias, dictarán Ordenes que irán 
flJ1lladas por su titular. Cuando afecten a más de una Consejería serán flJ1lladas conjUJl-
tamente por los Consejeros». 
De aquí que, a nuestro juicio, el convenio sobre asistencia de este Comunidad, publi-
cado como acuerdo del Consejo de Gobierno, tenga rango de Decreto. 
68. Consideramos inadecuada la publicación del convenio sobre patrimonio 
histórico-artístico mediante una resolución. V.gr.: si se tiene en cuenta que la Ley del 
Presidente y del Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma de la Rioja 4/1983, de 
29 de diciembre, BOR, n. 6, 14.1.1984 establece en el arto 34: «La potestad reglamen-
taria del Consejo de Gobierno tendrá la siguiente jerarquía normativa: a) Decretos del 
Consejo de Gobierno. b) Ordenes de los Consejeros» y en el arto 35: «Adoptarán la 
forma de Decreto: a) las disposiciones reglamentarias del Consejo de Gobierno; b) las 
resoluciones del Presidente de la Comunidad Autónoma». Por ser el Presidente quien 
suscribe el convenio, nos parecería más lógico que adoptara la forma de Decreto. 
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CONCLUSIONES 
1 . Los convenios eclesiásticos son manifestaciones de la actividad 
convencional de la Administración que participan, atendiendo a su cons-
titución, de un fondo contractual. Proceden de la voluntad común de dos 
sujetos y, a pesar de que las obligaciones que imponen los convenios 
proceden de una fuente legislativa anterior, nos parece que no dejan de 
darse los elementos esenciales de un contrato de fijación, al delimitarse, 
mediante el convenio, el alcance concreto de las obligaciones preexis-
tentes. 
En estos convenios se da el principio de «igualdad de posición ju-
rídica» que permite hablar de naturaleza contractual. Si en los convenios 
administrativos tal igualdad ha de buscarse en el intercambio de presta-
ciones, puesto que hay desigualdad en la relación Administración-ad-
ministrado, en los convenios eclesiásticos, la igualdad requerida se da 
entre las partes: tanto la Iglesia como los poderes públicos ejercen com-
petencias propias y, como consecuencia de esto, la prestación y contra-
prestación tienen igualdad de título, aunque puedan, lógicamente, ser 
desiguales o diferentes en sus contenidos. 
2. En principio, puede afirmarse que todos los convenios estudiados 
tienen naturaleza contractual por lo que respecta a su constitución y a de-
terminadas cláusulas contenidas en ellos. No obstante, en algunos 
supuestos, el funcionamiento del convenio responde a las notas propias 
de la actividad normativa; es decir, no se limitan a «concretar» derechos 
subjetivos para las partes, sino que constituyen reglas generales de con-
ducta, normas permanentes de obrar que no afectan sólo a la Adminis-
tración y a la Jerarquía Eclesiástica, sino que imponen también obliga-
ciones a terceros; crean situaciones jurídicas generales que no se agotan 
con su cumplimiento sino que entran en acción cada vez que se verifican 
las condiciones requeridas para su ejercicio. 
3 . Del contenido normativo de los convenios, así como de la variada 
situación práctica actual (algunos ni siquiera se han publicado por parte 
civil, y entre los publicados, la variedad de formas -como convenio, 
como anexo a una orden, o a una resolución, etc.- y de órganos 
-presidente de la comunidad o consejero correspondiente- no se justifica 
ni en posibles diferencias de contenido, ni de legislación administrativa 
de la comunidad autónoma correspondiente), se desprende la necesidad 
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de alguna precisión que garantice no sólo la publicación de los 
convenios, sino también la forma que mejor se adecúe a su naturaleza. 
Nos parece, por una parte, que los convenios de las Comunidades 
autónomas debe suscribirlos, además del Consejo correspondiente, el 
Presidente autonómico. De esta forma se significa mejor su carácter 
eclesiástico, pues manifiesta su no ·inclusión competencial en un órgano 
de la Administración autonómica con exclusividad. Por otra parte, la pu-
blicación de los convenios con destinatario general no debería ser de 
rango inferior a «orden ministerial», por coherencia con el órgano que lo 
suscribe. 
ANEXOI 
CONVENIO SOBRE PRESTACION DE SERVICIOS DE'ASIS1ENCIA 
RELIGIOSA CATOLICA EN LOS CEN1ROS HOSPITALARIOS PUBLICOS 
PER1ENECIEN1ES A LA RED DE OSAKIDETZA 
En el marco jurídico del Estatuto de Autonomía del País Vasco, y en 
cumplimiento de lo convenido en el artfculo IV, 2), del acuerdo entre el 
Estado Español y la Santa Sede sobre asuntos jurídicos de 3 de Enero de 
1979, reunidos de una parte el Excmo. Sr. Consejero de Trabajo, 
Sanidad y Seguridad Social y Presidente del Consejo de Administración 
de Osakidetza y el Ilmo. Sr. Director General de Osakidetza-Servicio 
Vasco de Salud, y de otra, el señor Obispo de San Sebastián actuando en 
su propio nombre y en representación de los señores Obispos de Bilbao 
yVitoria. 
ACUERDAN 
Artfculo 1. Las partes fIrmantes se comprometen a respetar y hacer 
efectivo, dentro de las normas contenidas en el presente convenio, el 
derecho a la asistencia religiosa católica en los centros hospitalarios del 
sector público dependientes de Osakidetza, y de los que en un futuro 
puedan pasar a formar parte integrante de su red, entendiéndose que es el 
Obispado respectivo, el sujeto de la obligación contraida con el Servicio 
Vasco de Salud 
Artfculo 2. Con esta fInalidad, en cada centro hospitalario de los 
referidos en el artículo precedente, se articulará un servicio u organiza-
ción para prestar la asistencia religiosa católica y atención pastoral a los 
pacientes católicos del centro, así como a sus familiares, y a cuentos pa-
cientes, libre y espontáneamente, requieran su servicio pastoral. 
Asimismo, podrá benefIciarse de estos servicios el personal católico 
de los centros que lo desee, siempre que las necesidades del servicio 
hospitalario lo permitan. 
Artfculo 3. Para la mejor integración en los hospitales del servicio de 
asistencia religiosa católica, éste quedará vinculado a la Dirección del 
mismo. 
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La prestación del servicio pastoral se realizará dentro del respeto de-
.bido a las normas reguladoras del orden del hospital, dependiendo no 
obstante exclusivamente, en cuanto a su contenido y ordenación, de la 
autoridad eclesiástica competente, la cual velará para que la acción pasto-
ral se realice dentro de las normas dadas en las respectivas diócesis para 
la pastoral sanitaria, y en todo caso con el debido respeto a la libertad re-
ligiosa y de conciencia a tenor de lo dispuesto en el artículo 2 de la Ley 
Orgánica 7/1980, de 5 de Julio, sobre libertad religiosa. 
Artículo 4. Osakidetza pondrá a disposición del servicio de asistencia 
religiosa católica en cada centro una capilla en lugar idóneo y de fácil ac-
ceso para los enfermos, así como un despacho a fin de recibir visitas y 
guardar archivos que, a ser posible, esté situado cercano a la capilla. 
En los hospitales generales Osakidetza pondrá, también, a disposición 
del personal a plena dedicación los locales adecuados para residir. En los 
demás casos asegurará lugar adecuado para pernoctar. 
Anfculo 5. Las personas que presten el servicio de asistencia religiosa 
católica, desarrollarán su actividad en coordinación con los demás servi-
cios de los centros hospitalarios. 
Tanto éstos como la Dirección del centro, les facilitarán los medios y 
colaboración necesarios para el desempeño de su misión, y, en especial, 
las informaciones oportunas sobre los pacientes. El personal de los cen-
tros procurará comunicar al capellán o al servicio religioso, el deseo del 
paciente, manifestado por sí mismo o por sus familiares, de recibir asis-
tencia religiosa. 
Art(culo 6. La designación de los sacerdotes-capellanes o personas 
idóneas para prestar la asistencia religiosa católica será de la exclusiva 
competencia del Ordinario del lugar, el cual comunicará los nombres de 
las personas designadas al Director General de Osakidetza. En todo caso, 
deberá asegurarse una prestación adecuada y permanente del servicio de 
asistencia religiosa católica 
Como norma general las Diócesis procurarán que la prestación de los 
servicios convenidos se realicen por sacerdotes y en los casos en que ello 
no sea posible a juicio del Ordinario podrán ser designadas otras per-
sonas idóneas. 
Cuando la asistencia religiosa católica del centro esté a cargo de varios 
capellanes o personas idóneas, el Ordinario del lugar designará entre 
ellos al responsable de la misma 
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Los capellanes o personas idóneas cesarán en el ejercicio de sus fun-
ciones por decisión del Ordinario del lugar, que deberá ser comunicada al 
Director General de Osakidetza, siendo en este caso obligación de la 
Diócesis competente su sustitución por otra persona que reúna las condi-
ciones idóneas. 
En casos de faltas graves a la disciplina de los centros, el Director 
General de Osakidetza, oido previamente el Ordinario del lugar, podrá 
exigir su sustitución con arreglo a lo señalado en el párrafo anterior. 
Tanto en este supuesto como en el trámite de designación de los sa-
cerdotes-capellanes o personas idóneas las partes firmantes se compro-
meten a aceptar las propuestas de designación o de cese que se realicen, 
salvo que existan causas debidamente justificadas. 
En todo caso la apertura o cierre de centros hospitalarios pertenecien-
tes a la red de Osakidetza llevará consigo el establecimiento o la supre-
sión, en su caso, del servicio de asistencia religiosa católica, con el per-
sonal, recursos y locales correspondiente. 
Art(culo 7. Para la retribución de los servicios prestados por los 
capellanes o personas idóneas encargadas de atender la asistencia reli-
giosa católica se fija la cantidad de 1.260.000,- pts. brutas anuales, por 
cada persona a plena dedicación. En esta cantidad queda incluida la ne-
cesaria pará el pago de las suplencias por causa de vacaciones o de des-
canso semanal. 
Por los servicios prestados por los capellanes o personas idóneas a 
tiempo parcial o a media dedicación se abonará a cada diócesis la mitad 
de la retribución consignada en el párrafo anterior. 
Los sacerdotes-capellanes que presten los servicios de asistencia reli-
giosa católica, serán afiliados al régimen de la Seguridad Social del 
Clero, en las condiciones establecidas en el Real Decreto 2.398/1.977, 
de 27 de Julio, asumiendo cada Centro respectivo el pago a sus Diócesis 
respectivas de las cantidades correspondientes a la cuota establecida en 
dicho régimen a cargo de las mismas, las cuales deberán velar para que 
en todo momento los capellanes estén afiliados a dicho régimen. 
Las personas idóneas, si las hubiera, serán aftliadas a su régimen res-
pectivo en las misma condiciones que las arriba señaladas. 
Tanto la cantidad señalada como retribución de los servicios prestados 
por los capellanes o personas idóneas encargadas de atender la asistencia 
religiosa católica como las cantidades correspondientes a la cuota esta-
blecida en el régimen de la seguridad social del clero a cargo de las dió-
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cesis serán facturadas por cada diócesis respectiva directamente a cada 
Centro con periodicidad trimestral. El Hospital correspondiente efectuará 
el pago en los treinta días siguientes. 
Las cantidades económicas señaladas en el primer párrafo del presente 
artículo serán actualizadas anualmente a partir del próximo año 1.988 de 
mutuo acuerdo entre las partes fInnantes de este d.>nvenio. 
Articulo 8. El número de capellanes o person,s idóneas que deberán 
poner las Diócesis para prestar la asistencia rel~giosa católica en cada 
centro hospitalario público de la red de Osakidetza guardará relación con 
el tamaño del mismo, según los siguientes criterios: 
Hasta 100 camas: 1 capellán a tiempo parcial. 
De 100 a 150 camas: 1 capellán a tiempo pleno. 
De 150 a 250 camas: 1 capellán a tiemplo pleno y otro a tiempo 
parcial. 
De 250 a 500 camas: 2 capellanes a tiempo pleno. 
A partir de 500 camas: se hará un convenio especial en el espfritu de 
los criterios arriba indicados. 
No obstante la presente relación, el servicio de asistencia religiosa ca-
tólica del Hospital Psiquiátrico Santa María de las Nieves precisará, con 
independencia del número concreto de camas de dicho Centro, de un so-
lo capellán o persona idónea a tiempo completo. 
Quedan excluidos provisionalmente de la obligación de guardar la 
relación señalada a) los hospitales de Bermeo, Zaldibar y Zamudio, para 
los cuales se estipulará cuanto antes del acuerdo de asistencia religiosa 
católica, y b) el Hospital de Górliz, en tanto no se realice su reestructu-
ración prevista. 
En todo caso la modificación significativa del número de camas en 
cada centro hospitalario considerado específicamente conllevará la reali-
zación de los cambios correspondientes, con arreglo a los criterios seña-
lados en el presente artículo. 
Articulo 9. Las dudas o dificultades surgidas en la aplicación de este 
convenio, cuyas disposiciones serán recogidas en los reglamentos y 
normas de régimen interno de los respectivos centros hospitalarios, serán 
resueltas de común acuerdo por las partes suscribientes. 
Disposición transitoria. No obstante lo dispuesto en el artículo 8, se 
respetarán las situaciones y los derechos adquiridos de los actuales 
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capellanes que vengan prestando sus servicios en régimen de derecho 
laboral en los hospitales integrados en la red de Osakidetza. En todo 
caso, y en cualquier momento, estos capellanes podrán acogerse a la 
presente regulación. 
Cuando por cualquier circunstancia venga a variarse la actual titulari-
dad de los mismos, se estará en cuanto a su sucesión a las disposiciones 
recogidas en el presente convenio de prestación de servicios de asistencia 
religiosa católica, en orden a una progresiva implantación del régimen 
establecido en el mismo. 
Disposición final. El presente convenio entrará en vigor el día 1 de 
Febrero de 1987. 
Finnan: 
Por Osakidetza 
Consejero de Trabajo, Sanidad y 
Seguridad Social. Presidente del 
Consejo de Administración. 
Director General 
En Bilbao, a 30 de Enero de 1987 
En Representación de los Obispos de 
S. Sebastián, Bilbao y Vitoria. 
El Obispo de S. Sebastián 
ANExO n 
ESTIPULACIONES 
Primera. La Diputación General de Aragón y el Arzobispado de 
Zaragoza asumen el compromiso de mutua colaboración en las Obras de 
restauración de la Iglesia de La Seo de Zaragoza. 
Segunda. La colaboración económica que se suscribe queda reflejada 
en el Anexo que se adjunta al presente Protocolo. 
Tercera. Los programas de intervención en la restauración de la Igle-
sia de La Seo y sus correspondientes presupuestos serán objeto de estu-
dio en el marco de la Comisión Mixta Diputación General de Aragón-
Obispos de la Iglesia Católica de Aragón, por una Junta, integrada pari-
tariamente por la Diputación General de Aragón y el Arzobispado de 
Zaragoza. 
Cuarta. La tramitación documental y financiera, así como la ejecución 
de las obras de restauración serán asumidas por la Diputación General de 
Aragón, y en su nombre, por razón de competencia, por el departamento 
de Cultura y Educación. 
Quinta. Ambas instituciones se comprometen, asimismo, a la apor-
tación de toda' clase de asesoría técnica, bibliográfica y documental nece-
saria e imprescindible para una correcta restauración del edificio. 
Sexta. El compromiso asumido en el presente documento tendrá una 
duración de cuatro años, a contar de la fecha de la firma del mismo; 
tiempo que se estima pertinente para llevar a cabo las obras de restaura-
ción. 
Séptima. La interpretación y ampliación, en su caso, de las presente 
estipulaciones, así como del Anexo, se realizarán de mutuo acuerdo entre 
las partes que suscriben los documentos expresados. 
Leído el Protocolo y Anexo, encontrados conformes por ambas 
partes, lo suscriben y firman, en Zaragoza a veinticuatro de noviembre 
de mil novecientos ochenta y cuatro. 
POR LA DIPUT ACION GENERAL DE 
ARAGON 
Fdo.: ]OSE RAMON BADA PANILLO 
Consejero de Cultura y Educación 
POR EL ARZOBISPADO DE 
ZARAOOZA 
Fdo.: ELlAS Y ANES ALV AREZ 
Arzobispo de Zaragoza 
ANEXO m 
Al Protocolo suscrito entre la Diputación General de Aragón y el Ar-
zobispado de Zaragoza, sobre el acuerdo de colaboración en la restau-
ración de La Seo de Zaragoza 
ESTIPULACION UNICA: De conformidad con la Estipulación Segunda 
del Protocolo suscrito, la aportación económica destinada a las obras de 
restauración de La Seo, será como sigue: 
- Por la Diputación General de Aragón: CIENTO CUARENTA MILLO-
NES DE PESETAS (140.000.000,-). 
- Por el Arzobispado de Zaragoza: CIEN MILLONES DE PESETAS 
(100.000.000,-). 
Las cantidades reseñadas serán aportadas en su totalidad dentro de los 
cuatro años siguientes a la fecha de la fIrma del Protocolo, en fracciones 
iguales salvo acuerdo en contrario entre las partes. 
A los efectos de una planifIcación en la fInanciación de la ejecución de 
las obras, ambas partes coordinarán la oportuna previsión de fondos 
destinados al pago de la ejecución de las obras, por medio de las oportu-
nas consignaciones económicas de carácter anual y atendiendo al ritmo 
obligado de ejecución de las obras. 
Por parte del Arzobispado de Zaragoza, que canalizará las aporta-
ciones del Cabildo y demás instituciones eclesiásticas, se procederá a 
abonar las cantidades correspondientes a la obra realizada en cada mo-
mento y de acuerdo con los porcentajes que para cada institución colabo-
radora se hayan fIjado al comienzo de las mismas, previo informe favo- .. 
rabIe de la Junta prevista en la Estipulación Tercera del Protocolo. 
Lo que como Anexo al Protocolo se suscribe por ambas partes en el 
lugar y fecha reseñados en el documento principal. 
POR LA DIPUI' ACION GENERAL 
DEARAGON 
Fdo.: JOSa RAMON BADA PANILLO 
Consejero de Cultura y Educaci6n 
POR EL ARZOBISPADO DE 
ZARAGaZA 
Fdo.: ELlAS Y ANES ALV ARFZ 
Arzobispo de Zaragoza 
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